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RESUMEN 

El testimonio anticipado es primordial en los delitos sexuales, porque permite conservar la 

declaración de la víctima sin obligarla a revivir una y otra vez el hecho denunciado, a partir de lo 

mencionado, el trabajo tuvo como objetivo analizar los criterios de valoración judicial del 

testimonio anticipado en los delitos sexuales en los procesos desarrollados en la provincia de 

Pichincha durante el periodo 2020–2025, mediante la revisión de causas penales tramitadas en 

dicha provincia a la luz de la legislación nacional con enfoque de género, con el fin de determinar 

su adecuación a los estándares de protección de víctimas. El estudio siguió un enfoque cualitativo, 

con un diseño de investigación documental, un nivel descriptivo y métodos científicos como el 

inductivo, analítico, hermenéutico jurídico y sociojurídico. A causa de ello, se revisaron textos 

doctrinales, normativos y de sentencias judiciales, proporcionadas por la Corte Nacional de Justicia 

en el proyecto PUCE - IAEN. Los hallazgos indicaron que el testimonio es el ejemplo clave de 

testigo en tales situaciones, pero su análisis tiende a limitarse a aspectos formales y rara vez aborda 

de forma más sostenida una perspectiva de género. En conclusión, aún existe una gran brecha entre 

los estándares de género establecidos y su aplicación práctica en el ámbito judicial.  

Descriptores: Igualdad de género; violencia de género; derechos humanos; derecho penal; 

Administración de justicia. (Tesauro UNESCO) 
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ABSTRACT 

Anticipatory testimony is essential in sexual offense cases because it allows the victim’s statement 

to be preserved without requiring them to relive the reported events repeatedly. Based on the 

foregoing, this study aimed to analyze the judicial assessment criteria applied to anticipatory 

testimony in sexual offense cases processed in the province of Pichincha during the period 2020–

2025, through the review of criminal proceedings conducted in that province in light of national 

legislation and a gender perspective, in order to determine their compliance with victim protection 

standards. The study followed a qualitative approach, with a documentary research design, a 

descriptive level, and scientific methods such as the inductive, analytical, legal-hermeneutic, and 

socio-legal methods. To this end, doctrinal, legal, and judicial texts were reviewed, including court 

decisions provided by the National Court of Justice within the PUCE–IAEN project. The findings 

indicated that testimony constitutes the key evidentiary element in such cases; however, its 

assessment tends to be limited to formal aspects and rarely addresses a gender perspective in a 

sustained manner. In conclusion, there is still a significant gap between the established gender 

standards and their practical application within the judicial system. 

Descriptors: Gender equalit; Gender-based violence; Human rights; Criminal law; Administration 

of justice. (UNESCO Thesaurus) 
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INTRODUCCIÓN 

La violencia sexual ocupa un lugar especialmente grave dentro de la violencia de género en Ecuador 

porque suele dejar a su paso un rastro silencioso y difícil de nombrar, el mismo que se extiende 

dentro del proceso penal cuando la respuesta institucional no logra proteger sin volver a causar 

daños. En este contexto, resulta necesario reconocer que en la sociedad contemporánea “perviven 

estereotipos arraigados y roles de género” (Gamarra, 2023, p. 71). los cuales no solo inciden en las 

dinámicas sociales, sino también en la forma en que se interpreta y valora el testimonio de las 

víctimas dentro del proceso penal. En ese escenario, el sistema de justicia aparece como el espacio 

donde esa fractura puede empezar a repararse o, por el contrario, profundizarse, sobre todo cuando 

la persona afectada pertenece a grupos que ya cargan una situación de vulnerabilidad, como ocurre 

con mujeres, niñas, niños y adolescentes.  

En este contexto, el testimonio anticipado adquiere una inmensa importancia. Admitir la confesión 

de la víctima mucho antes en el procedimiento, preservar su relato como prueba sólida y, sobre 

todo, no obligarla a repetir lo vivido, lo cual solo puede agravar la situación aún más. En teoría, esta 

herramienta está diseñada precisamente para defender y cuidar a la persona que ya ha sufrido. En 
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la práctica, cuando los jueces le dan el debido reconocimiento, no todo se hace siempre con la 

misma sensibilidad y claridad con la que la ley la concibió. En un análisis más formal se deja a 

criterio de quien lo aplica y eso provoca que no se cumpla su potencial protector. Allí aparece el 

verdadero nudo del problema, porque no basta con que el ordenamiento jurídico reconozca el 

testimonio anticipado si, al momento de apreciarlo, aún existen criterios dispares, motivaciones 

débiles o argumentos que todavía incorporan prejuicios, rigideces formales o una comprensión 

incompleta de la violencia sexual y de sus efectos (Fiscalía General del Estado, 2023).  

La dificultad, entonces está en la forma en que como los órganos judiciales le atribuyen credibilidad, 

fuerza probatoria y relación con el resto del acervo procesal, lo cual adquiere una intensidad 

particular en los delitos sexuales, donde muchas veces el relato de la víctima es el centro alrededor 

del cual gira buena parte de la reconstrucción de los hechos, de tal manera que una valoración 

judicial insuficiente puede terminar no teniendo en cuenta la protección que la Constitución de la 

República (2008), reconoce en sus artículos 11, 35 y 78, en cuando al  derecho a la igualdad 

sustantiva, la protección prioritaria de los grupos en situación de vulnerabilidad y la reparación 

integral de las víctimas. De manera complementaria, la Convención de Belém do Pará (1994) 

impone a los Estados el deber de adoptar medidas efectivas orientadas a prevenir y sancionar la 

violencia contra las mujeres. En este punto hay que mencionar que en la cotidianidad la función 

judicial presenta diferentes desafíos y obstáculos en cuanto a la interpretación de la normativa, así 

como también a las dificultades estructurales. La discusión académica sobre el testimonio 

anticipado en delitos sexuales se ha movido, en los últimos años, entre dos preocupaciones que es 

importante tener en cuenta, por un lado, la necesidad de proteger a la víctima frente a la 

revictimización y, por otro, la exigencia de preservar las garantías del debido proceso, sobre todo el 

principio de contradicción y el derecho de defensa, pues como menciona Gil Osuna, (2023): 

Es indispensable un cambio radical frente a los nuevos enfoques de derechos humanos, que deben 

tomar en cuenta los ejecutores de la justicia, derivados de las disposiciones   constitucionales, los   

instrumentos   internacionales   de derechos humanos, que predican el respeto, protección y garantía 

a los derechos de las víctimas (p. 63). 

En el contexto ecuatoriano, varios trabajos coinciden en que esta figura ocupa un lugar central 

dentro de la actividad probatoria, especialmente cuando se trata de niñas, niños y adolescentes, 

porque en esta clase de delitos la prueba directa suele ser escasa y el relato de la víctima adquiere 
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una relevancia difícil de reemplazar. Desde este punto de vista, autores como Caiza (2021) y Calva 

(2024) mencionan que la figura del testimonio anticipado desempeña dos roles sumamente 

importantes, ya que por un lado se convierte en uno de los medios de prueba más importantes en el 

derecho penal y por el otro lado salvaguarda a la víctima de eventos traumáticos secundarios.  

Sin embargo, esta valoración no ha sido enteramente pacífica, en tal razón otra parte de la doctrina 

ha llamado la atención sobre los riesgos que aparecen cuando el uso del testimonio anticipado no 

se acompaña de criterios claros para su apreciación judicial; Cevallos (2022) y Pérez e Iza (2025) 

advierten que, si bien esta herramienta tiene una finalidad legítima de protección, su aplicación 

puede derivar en tensiones procesales cuando la contradicción se debilita o cuando el peso de la 

prueba queda entregado a valoraciones poco uniformes.  

En una línea similar, Zumba y Soria (2023) enfatizan que en Ecuador la ley no rige de manera 

aislada y rígida, promoviendo el rol de la víctima en la eventualidad de delitos sexuales. Por ello, 

la evaluación integral y contextualizada por parte de los jueces no solo sería necesaria, sino que en 

ocasiones generaría una toma de decisiones del sistema judicial no necesariamente consistente ni 

predecible. Además, la dinámica de la desigualdad necesariamente atravesaría la experiencia de las 

víctimas, particularmente en sus interacciones con las instituciones de justicia. En el terreno 

judicial, Freyre (2022) sostiene que una de las debilidades más persistentes en los casos de violencia 

contra la mujer está en la motivación de las decisiones, pues muchas resoluciones siguen sin 

incorporar de manera suficiente una lectura de género capaz de evitar razonamientos formales, 

estereotipos o exigencias probatorias descontextualizadas.  

En ese mismo horizonte, Anda (2021), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la 

Organización de Estados Americanos (2025), muestran que los estándares internacionales de 

tratamiento judicial de la violencia de género empujan hacia una justicia que también comprenda la 

vulnerabilidad, la asimetría y los efectos específicos que produce la violencia sexual.  

En el plano normativo e institucional, el marco ecuatoriano reconoce con claridad la obligación de 

proteger a las víctimas y de evitar su revictimización, la Constitución de la República del Ecuador 

CRE (2008), así como el Código Orgánico Integral Penal COIP (2014), el Protocolo para el uso de 

la cámara Gesell (Pleno del Consejo de la Judicatura, 2014), el Manual de perspectiva de género en 

las actuaciones y diligencias judiciales de la Corte Nacional de Justicia (2023) y la Norma Técnica 

para transversalizar el enfoque de género en el Estado (Calero, 2021) muestran que, al menos en el 
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plano formal, existe una arquitectura jurídica orientada a una protección reforzada, a ello se suman 

los compromisos internacionales derivados de la Convención de Belém do Pará (1994), que obligan 

al Estado a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.  

Pese a ese desarrollo doctrinario, normativo e institucional, el vacío persiste cuando se observa la 

práctica judicial concreta, la literatura revisada aporta análisis sobre el valor probatorio del 

testimonio anticipado, sobre su conflicto con el principio de contradicción y sobre la necesidad de 

juzgar con perspectiva de género, pero todavía es reducido el trabajo que se concentra en identificar, 

ordenar y contrastar los criterios efectivamente utilizados por los jueces en un espacio territorial 

específico.  

La situación descrita evidencia una tensión fundamental entre el “deber ser” previsto en la 

normativa y el “ser” que se expresa en la práctica judicial en los casos de violencia sexual. Aunque 

el ordenamiento jurídico ecuatoriano reconoce la obligación del Estado de garantizar a las víctimas 

un acceso a la justicia sin discriminación y libre de revictimización, persiste una brecha significativa 

en la forma en que estas disposiciones son interpretadas y aplicadas por los operadores de justicia. 

A partir de esta problemática, se formulan las preguntas de investigación que guiaron el presente 

estudio: 

 ¿Cuáles han sido los criterios de valoración judicial del testimonio anticipado en los delitos 

sexuales en la provincia de Pichincha durante el período 2020–2025, desde una perspectiva de 

género? 

 ¿De qué manera los criterios judiciales aplicados en la valoración del testimonio anticipado se 

alinean o se distancian de los estándares normativos y jurisprudenciales nacionales e 

internacionales en materia de protección de víctimas de violencia sexual? 

La presente investigación tiene como propósito aportar al ámbito jurídico mediante un análisis 

normativo y jurisprudencial de esta institución, con énfasis en su aplicación en la provincia de 

Pichincha, durante el período comprendido entre los años 2020 y 2025. El estudio se desarrolló 

principalmente desde una perspectiva de género y buscó identificar vacíos normativos, posibles 

inconsistencias interpretativas y actuaciones judiciales que puedan incidir, de manera positiva o 

negativa, en las decisiones adoptadas en los procesos por delitos de violencia sexual. De este modo, 

el estudio no solo buscó aportar el fortalecimiento del razonamiento judicial, si no también generar 
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nuevas propuestas para optimizar la aplicación de esta herramienta procesal bajo un enfoque basado 

en los derechos de las víctimas. 

A partir de lo mencionado, fue preciso mencionar que el aporte de este artículo se centró en 

examinar cómo se valoró judicialmente el testimonio anticipado en delitos sexuales y en qué medida 

esa práctica se mantiene o se aparta de los estándares de protección de víctimas construidos por la 

normativa y la jurisprudencia. 

En la provincia de Pichincha, lo mencionado se vuelve especialmente visible, porque aunque el 

testimonio anticipado es utilizado con frecuencia en procesos por delitos sexuales, no existe una 

sistematización clara de los criterios con los que los jueces lo valoran, ni resulta del todo evidente 

hasta qué punto esas decisiones incorporan de manera real una perspectiva de género capaz de leer 

la vulnerabilidad sin sacrificar las garantías del debido proceso, desde esa inquietud, el presente 

artículo tiene como objetivo analizar los criterios de valoración judicial del testimonio anticipado 

en los delitos sexuales en los procesos desarrollados en la provincia de Pichincha durante el periodo 

2020–2025, mediante la revisión de causas penales tramitadas en dicha provincia a la luz de la 

legislación y jurisprudencia nacional con enfoque de género, con el fin de determinar su adecuación 

a los estándares de protección de víctimas. 

 

MÉTODOS 

El presente artículo adoptó un diseño de investigación documental, sustentado en el análisis de 

fuentes jurídicas como normas, doctrina y 12 sentencias obtenidas dentro del proyecto PUCE – 

IAEN y la Corte Nacional del Ecuador, que toman en cuenta el testimonio anticipado y lo 

comprenden como parte de un mecanismo mayor de prueba como atención a la víctima. Se abordó 

la manera en que cada decisión construye la credibilidad del relato de la víctima, qué peso le otorga 

como prueba, cómo se conecta con el resto de los componentes del proceso y, sobre todo, si existe 

conciencia de la debilidad que atraviesa al denunciante. 

Así también se desarrolló desde un enfoque cualitativo, debido a que el interés principal estuvo 

enfocado en comprender cómo se valoró judicialmente el testimonio anticipado dentro de los 

procesos penales por delitos sexuales en Pichincha y de qué manera esa valoración se aplicó con 

firmeza o con vacíos, entre la protección de la víctima, las garantías del debido proceso y la 

exigencia de juzgar con perspectiva de género.  
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Para el cumplimiento de los objetivos planteados se recurrió a diversos métodos de investigación. 

En primer lugar, se empleó el método inductivo, que permitió partir del análisis de casos concretos 

mediante el estudio de expedientes tramitados en la Unidad Judicial Penal de Pichincha, con el 

propósito de identificar patrones recurrentes o tendencias en la valoración del testimonio anticipado. 

De manera complementaria, se utilizó el método analítico, a través del cual se realizó la revisión y 

el examen detallado de las resoluciones judiciales, con el fin de identificar los argumentos, 

fundamentos y normas consideradas por los jueces al sustentar sus decisiones. Asimismo, se 

recurrió al método hermenéutico jurídico, necesario para la interpretación de las disposiciones 

constitucionales y legales aplicables al testimonio anticipado, así como para comprender su relación 

con los derechos de las víctimas y los principios del debido proceso. Finalmente, se aplicó el método 

sociojurídico, orientado a vincular el análisis normativo y jurisprudencial con el contexto estructural 

de la violencia sexual, tomando en cuenta los factores sociales, culturales y de poder que inciden 

en la administración de justicia y en la aplicación del enfoque de género. 

Así también, el presente estudio tuvo un nivel de profundidad de tipo descriptivo debido a que buscó 

sistematizar los criterios judiciales que se aplicaron en la valoración del testimonio anticipado en 

los casos de delitos sexuales en la provincial de Pichincha entre los años 2020 y 2025. Mediante la 

descripción de la práctica judicial, se pretendió demostrar la manera en la cual se evalúa dicha figura 

procesal y hasta qué punto las resoluciones adoptan los estándares de género en relación con la 

protección de la víctima en los procesos penales. 

Las técnicas empleadas para la recolección y el análisis de la información incluyeron la revisión 

documental de fuentes jurídicas y académicas directamente vinculadas con el problema de estudio; 

dentro de las cuales se incluyeron normas constitucionales, documentos de estándares de género 

tanto nacionales como internacionales, doctrina especializada, manuales institucionales sobre 

actuación judicial con enfoque de género. jurisprudencia relevante en materia de delitos sexuales y 

valoración probatoria. Para el análisis de las sentencias se utilizaron tablas elaboradas 

específicamente dentro del proyecto mencionado, las cuales permitieron sistematizar de manera 

ordenada y homogénea la información contenida en cada decisión judicial en cuanto al testimonio 

anticipado y la aplicación del enfoque de género en cada una. 
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RESULTADOS 

Testimonio anticipado: Concepto, justificación normativa - jurisprudencial y función 

probatoria en delitos sexuales 

Dentro del proceso penal, el testimonio anticipado surge como una respuesta jurídica frente a una 

dificultad muy concreta y delicada, la de obtener la declaración de la víctima en condiciones que 

permitan preservar su valor probatorio sin empujarla otra vez hacia el dolor del hecho vivido, más 

allá de recibir un relato antes del momento ordinario de juicio, se trata de hacerlo cuando existen 

razones suficientes para prever que esa declaración no podrá rendirse después en iguales 

condiciones o que su repetición implicaría una nueva afectación para quien la emite, pues Caiza 

(2021) expone que el propósito del testimonio anticipado de la víctima de abuso sexual es prevenir 

la revictimización, es decir, reducir los impactos perjudiciales en la misma víctima. Desde esta 

perspectiva, el testimonio anticipado constituye una herramienta procesal cuyo fundamento radica 

en la protección de la víctima sin sacrificar la eficiencia probatoria requerida para el esclarecimiento 

de los hechos.  

En los delitos sexuales, donde la prueba directa suele ser escasa y el relato de la víctima ocupa con 

frecuencia un lugar decisivo, esta figura deja de ser una simple técnica procesal y empieza a 

funcionar como un punto de encuentro entre protección, verdad procesal y debido proceso, esta idea 

es fundamentada por Calva (2024) quien expone que en casos de delitos sexuales el testimonio 

anticipado si bien cierto reduce una posible revictimización, también  cumple con la finalidad de 

conservarse como uno de los medios indispensables y necesarios para el esclarecimiento de los 

hechos, especialmente cuando la víctima forma parte de los niños, niñas y adolescentes.  

En la normativa ecuatoriana, el artículo 78 de la CRE (2008) expone que en el proceso penal se 

debe garantizar una protección especial a las víctimas para evitar su revictimización principalmente 

en la obtención y valoración de los medios probatorios. Así también el artículo 35, inciso 1, prioriza 

la atención grupos de interés prioritarios e incluso hace énfasis en las víctimas de violencia sexual 

y el COIP (2014) también protege de forma general a estos grupos ya que reconoce a las víctimas 

como participantes activas dentro del proceso. Pues es así como en el marco jurídico mencionado 

la figura del testimonio anticipado marca especial relevancia sobre todo en casos de violencia de 

género o que atenten contra la integridad sexual.  Es por esto que, el derecho de a la protección de 

la víctima debe ser una normativa obligatoria y absoluta.  
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La jurisprudencia nacional refuerza lo expuesto anteriormente ya que la Corte Constitucional del 

Ecuador Del Ecuador (2019) en la sentencia 12-19-CN/19 a pesar se trata de delitos de acción penal 

privada expone que cuando existan posibles situaciones de desigualdad o discriminación, el 

juzgador debe hacer una valoración completa de todas las circunstancias y los medios probatorios 

aplicando la perspectiva de género libre de estereotipos, protegiendo de esta manera los derechos 

de las personas  en estado de vulnerabilidad. Por otra parte, la Corte Constitucional del Ecuador 

(2023) en la sentencia 997-19-EP/23 que versa sobre contradicciones en el análisis del testimonio 

anticipado de la víctima, menciona que si bien es cierto el mismo constituye una prueba 

fundamental no está libre de análisis o valoraciones en contraste con otros medios probatorios o 

hechos propios del caso. 

Al contrario: su enorme peso exige que el juez proporcione una justificación razonada con el 

máximo cuidado. En esta valoración, entran en juego los principios fundamentales: razonamiento 

suficiente, análisis de toda la prueba en su conjunto, crítica rigurosa de la racionalidad y regularidad 

del procedimiento, y respeto al verdadero significado del derecho a la defensa. Sólo de esta manera 

se puede evitar aceptar automáticamente la descripción, así como rechazarla por prejuicios, 

exigencias de corroboración imposible o interpretaciones que ignoran tanto el contexto de violencia 

como la sensibilidad en la que fue creada. 

Estándares nacionales e internacionales de enfoque de género aplicables a la valoración del 

testimonio anticipado 

La revisión de las fuentes nacionales e internacionales permitió advertir que, aunque los 

documentos analizados fueron elaborados en contextos distintos y con finalidades específicas, todos 

convergen en una misma idea de fondo, esto es, que la justicia no puede valorar la declaración de 

una víctima de violencia sexual como si se tratara de una prueba despojada de contexto, neutral en 

apariencia y ajena a las relaciones de poder que atraviesan el caso.  

En ese sentido, el enfoque de género se convierte en una exigencia concreta para recibir, interpretar 

y valorar la prueba de forma compatible con la protección de derechos, la no revictimización y el 

debido proceso; a partir de esa revisión, fue posible identificar un conjunto de estándares comunes 

que sirven como parámetro para examinar la práctica judicial en la provincia de Pichincha los cuales 

se exponen en la Tabla 1. 
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Tabla 1 

Estándares para la aplicación del enfoque de género en delitos sexuales 

Estándar  Descripción  

Debida 

diligencia 

reforzada 

El Estado y sus instituciones tiene que ser más rigurosos, comprensivos y 

sobre todo oportunos al momento de abordar situaciones de violencia, 

especialmente cuando se trata de niñas, mujeres o grupos de atención 

prioritaria.  

Enfoque 

interseccional 

Para verificar la situación de la víctima se debe tomar en cuenta elementos 

de vulnerabilidad, como la edad, el género, la pobreza, las discapacidades y 

la raza. Estas disparidades cruzadas deben ser consideradas en el análisis y 

las decisiones judiciales.  

Reparación 

integral 

La reparación integral a las víctimas debe contener medidas de restitución, 

de rehabilitación, garantías específicas de no repetición y no solo 

compensaciones económicas.  

Prevención 

estructural 

Es un estándar esencial debido a que hace referencia a la responsabilidad 

que tiene el Estado de modificar condiciones sociales, culturales e incluso 

institucionales que perpetuán la violencia de género. Es necesario que se 

cambien estas condiciones en los ámbitos institucionales, educativos y 

jurídicos.  

Nota: Estándares constitucionales sobre la actuación judicial en caso de violencia contra las 

mujeres: análisis de los pronunciamientos de la Corte Constitucional del Ecuador (2025).  

 

Criterios utilizados por los jueces de la provincia de Pichincha para valorar el testimonio 

anticipado en casos de delitos sexuales entre 2020 y 2025 

Se han seleccionado doce sentencias de primera y segunda instancia dictadas en la provincia de 

Pichincha con las cuales se ha hecho el análisis del testimonio anticipado, lo cual permitió 

identificar los criterios que con mayor frecuencia utilizan los jueces al momento de valorar el 

testimonio anticipado en procesos por delitos sexuales.  
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La revisión hizo posible reconocer una trama común en la práctica judicial, donde el testimonio 

anticipado aparece, casi siempre, como una prueba de especial relevancia, aunque no en todos los 

casos con el mismo nivel de profundidad argumentativa, en ese orden de ideas, los criterios 

observados pueden agruparse en cinco ejes, los cuales son motivación, valoración conjunta de la 

prueba, sana crítica, regularidad de la diligencia y derecho de contradicción. 

 

Tabla 2 

Aplicación de criterios de valoración judicial del testimonio anticipado en las sentencias 

analizadas 

Criterio de valoración Sí No Parcial 

Motivación 11 0 1 

Valoración conjunta de la prueba 11 0 1 

Sana crítica 10 2 0 

Regularidad de la prueba 11 0 1 

Derecho de contradicción 7 1 4 

Nota: Elaboración propia (2020-2025) Con base al análisis de expedientes judiciales de delitos 

sexuales en Pichincha Ecuador  

 

Tabla 3                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

Estándares de enfoque de género nacionales e internacionales. 

Estándares de enfoque de género. Resultado de valor por sentencia 

SÍ NO PARCIAL 

Debida Diligencia Reforzada 12 0 0 

Enfoque interseccional 4 0 7 

Reparación Integral 5 1 6 

Prevención Estructural 0 5 7 

Nota: Elaboración propia (2020-2025) Con base al análisis de expedientes judiciales de delitos 

sexuales en Pichincha Ecuador.  
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En primer lugar, la motivación fue uno de los criterios analizados en el conjunto de casos 

examinados, en once de las doce sentencias los jueces explican la razón por la que consideraron 

creíble el testimonio anticipado y cuál es su lugar dentro de la estructura probatoria del caso. En 

esa línea, las resoluciones suelen destacar que en los delitos sexuales el relato de la víctima no 

puede ser tratado como una declaración marginal, ya que con frecuencia constituye el punto desde 

el cual se ordena el resto del acervo probatorio. No obstante, aunque la presencia de este criterio es 

constante, su desarrollo no siempre alcanza la misma calidad.  

En algunas decisiones la motivación resulta más precisa, más sensible al contexto del hecho y 

mejor articulada con la situación de vulnerabilidad de la víctima, mientras que en otras se limita a 

fórmulas breves, donde se afirma la credibilidad del relato sin desplegar integralmente el 

razonamiento que sustenta dicha conclusión. Esta diferencia resulta relevante porque, como 

señalan Montaño Escobar et al. (2024), en su análisis de las sentencias 227-12-SEP-CC y 1158-

17-SEP de la Corte Constitucional, “una decisión puede considerarse justificada si hay razones 

suficientes que la funden” (p. 5).  En consecuencia, la valoración del testimonio anticipado requiere 

que el juzgador exteriorice los elementos fácticos y jurídicos que sustentan su credibilidad, pues la 

sola afirmación de que el relato resulta creíble limita el control sobre la racionalidad de la decisión.   

En cuanto al criterio de valoración conjunta de la prueba en las sentencias revisadas se muestra una 

tendencia clara de su aplicación al examinar el testimonio anticipado en relación con otros 

elementos de convicción, para esto es importante mencionar que en la sentencia  No. 1095-20-

EP/22 la Corte Constitucional del Ecuador (2022) expone que “la valoración de la prueba debe 

realizarse con base en las normas generales fijadas en el artículo 164 del COGEP, según el cual, 

las pruebas deben ser apreciadas en conjunto y de acuerdo con las reglas de la sana crítica” (p. 19). 

Así también, en la resolución Nro. 942 – 2013 de la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia 

(2013) se manifiesta lo siguiente:   

Es claro entonces que la jurisprudencia, así como las organizaciones internacionales [...] indican 

que cuando se valora el testimonio de un menor de edad, no se debe desacreditar de plano su 

contenido [...] es necesario que se apoye en los medios de prueba técnicos que le permitan 

establecer el real estado mental del niño, niña o adolescente ofendido, y con base a eso, lograr 

determinar la veracidad y credibilidad de sus dichos. (p. 23)  
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En base a lo anterior hay que mencionar que en las sentencias analizadas sí se toman en cuenta 

otros medios probatorios como pericias psicológicas, informes médico-legales, pruebas de entorno 

social, pericias informáticas o testimonios indirectos. Lo mencionado es especialmente relevante 

en delitos sexuales, donde la prueba directa suele ser escasa y donde exigir una corroboración 

absoluta equivaldría, muchas veces, a imponer una carga probatoria de imposible cumplimiento, 

lo que se observa, en cambio, es una lógica de corroboración periférica, donde el relato de la 

víctima se fortalece al entrar en diálogo con otros indicios y pericias que, sin repetirlo de forma 

exacta, refuerzan su verosimilitud.  

La sana critica es un tercer criterio de valoración probatoria de amplia aplicación en el sistema 

ecuatoriano. Este principio tiene sustento normativo en el artículo 164 del Código Orgánico 

General de Procesos (COGEP), que dispone que los jueces valoren los medios probatorios 

conforme a las reglas de la sana crítica. Este criterio es importante debido a que ¨Lejos de ser una 

noción meramente teórica, representa una garantía procesal que asegura que las decisiones del 

juzgador se fundamenten en criterios objetivos, racionales y verificables¨ (Falconí Herrera et al., 

2025, p 143). La aplicación de la sana crítica bebe partir de la lógica, la experiencia común y los 

conocimientos técnicos o científicos, con el fin de asegurar resoluciones motivadas y coherentes. 

Dentro de este análisis, las diferencias en la argumentación de las sentencias se vuelven más 

visibles porque se identificó que en varias resoluciones aparece una comprensión más cercana a las 

dinámicas propias de la violencia sexual, sobre todo cuando la víctima es niña, niño o adolescente 

reconociéndose que los hechos traumáticos no siempre se narran de forma lineal, exacta o 

cronológicamente perfecta. En estos casos, los jueces recurren a criterios lógicos, máximas de 

experiencia y conocimientos especializados, particularmente de carácter psicológico, para explicar 

por qué determinadas imprecisiones no destruyen la credibilidad del testimonio, alejándose así de 

expectativas rígidas sobre cómo debería recordar o declarar una víctima. Esta exigencia de 

razonabilidad encuentra respaldo en la jurisprudencia constitucional ecuatoriana, pues en la 

sentencia No. 1158-17-EP/21 de la Corte Constitucional (2021), se señaló que la motivación 

constituye una garantía del debido proceso y que una motivación insuficiente o contradictoria 

equivale a su ausencia, pudiendo afectar la seguridad jurídica y los derechos de las partes. No 

obstante, también se advierten que en algunas de las 12 decisiones analizadas la referencia a la sana 
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crítica se mantiene en un plano general y poco desarrollado, sin una explicación suficiente del 

razonamiento empleado para valorar la prueba.  

En cuanto a la regularidad de la prueba, los resultados muestran un nivel alto de observancia, en 

razón de que, en once de las doce sentencias analizadas, los tribunales verifican que el testimonio 

anticipado fue practicado con respeto a las garantías procesales, ya sea mediante cámara de Gesell, 

soporte audiovisual, autorización judicial, intervención de las partes o incorporación válida al 

juicio. Lo cual tiene un peso particular, porque deja ver que los jueces atienden a las condiciones 

formales en que fue recibido y preservado, es por esto que la regularidad de la diligencia funciona 

como una suerte de umbral de legitimidad, ya que la fuerza probatoria del testimonio anticipado a 

más de enfocarse en lo que la víctima tiene que decir, se enfoca en la forma en que el proceso 

aseguró su obtención sin vicios y con observancia del debido proceso. 

El criterio que presenta mayores retos en las sentencias analizadas es el derecho de contradicción, 

en vista de que, aunque la mayoría de las resoluciones reconoce que la diligencia fue practicada 

con presencia de las partes o con posibilidad de contradicción, el nivel de desarrollo argumentativo 

en este punto es bastante desigual, en varios casos los tribunales se limitan a afirmar que existió 

respeto al debido proceso, sin explicar con precisión cómo se garantizó la intervención de la 

defensa ni de qué manera se controló el interrogatorio para evitar nuevas formas de afectación a la 

víctima. La aplicación de este criterio no es un mero formalismo que se deba cumplir en la 

audiencia o que se agote con el uso de la palabra de las partes en la misma, sino que debe verse 

reflejado en la valoración y argumentación del juez en la resolución para que se cumpla con lo 

establecido y garantizado por la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 76 numeral 

7. Además, en la sentencia No.1158-17-EP/21 la Corte Constitucional del Ecuador (2021) 

menciona que "...una motivación no es suficiente si en ella no se muestra que las partes procesales 

han sido oídas. " (p. 30). El juzgador debe exteriorizar las razones de su decisión a través de una 

correcta motivación, pues la misma debe ser congruente y suficiente, lo que implica que el operador 

de justicia tiene el deber de examinar de forma expresa las alegaciones vertidas por los sujetos 

procesales fruto del debate contradictorio. Omitir la explicación de cómo se valoraron los 

argumentos de la defensa frente a la contraparte en la resolución final no solo configura un vicio 

motivacional de incongruencia, sino que vacía de contenido al derecho a la defensa.  
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En conjunto, la comparación entre los principios de valoración judicial aplicados (Tabla de 

aplicación de criterios) y los estándares nacionales e internacionales de abordaje de las revelaciones 

de género revela un vacío que ha permanecido y continúa siendo muy relevante en el ámbito de la 

práctica judicial de Pichincha. Dado que los criterios probatorios clásicos, a saber, la motivación 

(11 Sí, 1 Parcial), la valoración conjunta de la prueba (11 Sí, 1 Parcial), la solidez crítica (10 Sí, 2 

No) y la regularidad de la prueba (11 Sí, 1 Parcial), se observan con un alto grado de consistencia 

relativa, en la medida en que lo que atestigua es un estricto apego a los requisitos de las normas 

procesales tradicionales, el derecho de contradicción se ve más afectado.  

A medida que se incluyen los criterios de enfoque de género (debida diligencia reforzada, no 

revictimización, evaluación libre de estereotipos, enfoque interseccional, protección reforzada, 

reparación integral y prevención estructural, etc.), se observa que completar mecánicamente estos 

indicadores formales no asegura una evaluación integrada con perspectiva de género. La mera 

verificación burocrática o indexación de estos conceptos dentro del expediente judicial no garantiza 

una justicia material. Al respecto, la adopción superficial de estas nociones no desmonta los sesgos 

sistémicos, obligando a "dudar de la pretendida neutralidad de esas instituciones, porque vamos 

comprendiendo poco a poco, que en realidad no son “neutrales” ni objetivas" (Facio, 1992, p. 506). 

Para que exista una verdadera transversalización del enfoque, se requiere un salto cualitativo: el 

operador de justicia no debe tratar estos principios como requisitos aislados, sino como un 

engranaje metodológico interdependiente. De lo contrario, se genera un sesgo de falsa 

exhaustividad, donde se simula cumplir con los estándares de género, pero se mantiene intacta la 

valoración probatoria general en el fondo del análisis jurídico. Como bien lo ha señalado la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), la perspectiva de género es un método de 

análisis científico del derecho que exige visibilizar las relaciones de poder asimétricas. Si el 

juzgador no deconstruye de manera holística el contexto y los factores concurrentes, es decir, si 

aplica una debida diligencia puramente ritualista, termina reproduciendo la impunidad que el 

estándar busca erradicar. Bajo esta línea, la jurisprudencia convencional establece de forma 

taxativa que la labor judicial no puede ser asumida "como una simple gestión de intereses 

particulares (...) sin que la debida diligencia se agote en el cumplimiento formal de diligencias 

aisladas o rituales" (Corte IDH, 2014, p.14), reafirmando que la indexación mecánica de términos 

no equivale a una administración de justicia real. Asimismo, la Corte Constitucional del Ecuador, 
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en su jurisprudencia reciente sobre la debida diligencia reforzada, enfatiza que la aplicación formal 

y el uso sutil de estereotipos en la valoración de pruebas anulan el acceso real a la tutela judicial 

efectiva, convirtiendo las obligaciones de protección en simples enunciados nominales.  Al 

respecto en la Sentencia 2933-19-EP/24 se ha puntualizado que cuando los jueces resuelven bajo 

formalismos sesgados ignoran las asimetrías de poder, pues en la misma, la Corte Constitucional 

del Ecuador (2024) menciona que " vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva en el componente 

de acceso a justicia en relación con el deber de investigar con debida diligencia reforzada para los 

delitos de violencia sexual" (p.27). Este escenario jurisprudencial deja en claro que la adhesión 

ritual a los protocolos de género es insuficiente si el razonamiento judicial de fondo permanece 

inalterado. 

En cuanto a la motivación y la valoración conjunta de la prueba que fueron  criterios de valoración 

judicial observados en las diferentes sentencias también se desprende que el análisis de los jueces 

se centra en técnicas procedimentales como en si el relato de la víctima es coherente o en la 

consistencia y relación de los medios probatorios, sin embargo en pocos casos se toman en cuenta 

las demás circunstancias de la víctima, es decir no se argumenta las resoluciones con motivos como 

la asimetría de poder o el impacto del trauma como tal, de igual forma no se toma en cuenta en 

enfoque interseccional que involucra factores como la condición económica, la etnia, edad, etc.  

Así mismo, hay que mencionar que en la mayoría de casos analizados  los juzgadores aplican la 

sana crítica en donde se toma en cuenta aspectos como la experiencia, el conocimiento y la lógica, 

sin embargo, esto no quiere decir que la valoración esté libre de estereotipos sobre la manera en 

cómo procede la víctima en casos de delitos sexuales, ya que por ejemplo la inconsistencia del 

relato de la víctima no puede considerarse una deficiencia probatoria cuando en realidad puede 

formar parte del trauma que causó el delito. Por tal motivo en todos los casos se debe aplicar una 

debida diligencia reforzada que incorpore el análisis completo de todos los aspectos de la víctima.  

Para finalizar con este apartado hay que mencionar que los juzgadores en muchos de los casos 

analizados se limitan a la reparación integral, sin tomar en cuenta los criterios de prevención 

estructural ni el enfoque interseccional, debido a que no incorporan en las resoluciones la situación 

completa de la víctima y no examinan factores institucionales que pueden prevenir  
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DISCUSIÓN 

Mediante la aplicación de los métodos y técnicas de investigación, así como en relación a los 

resultados expuestos en el apartado anterior se pudo cumplir con el objetivo y preguntas de 

investigación planteadas en el presente estudio, es así como se evidenció que se logró reconocer 

los criterios de valoración judicial en la evaluación del testimonio anticipado, así como también 

identificar la visión sobre la incorporación y la valoración de esta misma figura; el análisis de esto 

permitió comparar la aplicación de la normativa vigente con práctica judicial y la incorporación 

del enfoque de género en la misma; lo mencionado fue gracias a la revisión documental que se 

realizó de normativa, doctrina y sentencias de tipo penal relacionadas en especial con delitos 

sexuales desarrollados en Pichincha – Ecuador de 2020 a 2025.  

Consecuentemente, en cuanto a los criterios de valoración judicial cabe mencionar que aunque los 

juzgadores reconocer el valor probatorio del testimonio anticipado en los delitos sexuales, no 

incorporan de manera efectiva el enfoque de género debido a que su análisis y argumentación solo 

se limita a aspectos como la regularidad de la prueba, la legalidad, inmediación y admisibilidad 

dentro del proceso penal, sin embargo no se desarrolla una motivación completa que argumente 

sobre los criterios de enfoque de género analizados, es decir no se incorpora el contexto como tal 

al que la víctima fue expuesta, pues no se toma en cuenta todos los aspectos de vulnerabilidad o de 

relaciones de poder existentes en cada caso analizado, tampoco se analiza efectos diferenciados del 

delito en casos en donde la víctima sea niñas, niños y adolescentes, ni se toma en consideración los 

posibles riesgos de revictimización que se pueden derivar de la valoración solamente formal del 

testimonio anticipado o del acervo probatorio. Otro punto importante de mencionar es la ausencia 

en la argumentación en las resoluciones en cuando al enfoque interseccional, la prevención 

estructural y la reparación integral, lo que demostró que la perspectiva de género fue aplicada de 

forma declarativa, sin incurrir de forma real en el análisis probatorio. Por lo tanto, aunque dicha 

perspectiva es reconocida como un parámetro a cumplir en la normativa vigente aún no existe una 

aplicación efectiva en la motivación o argumentación de las resoluciones judiciales, lo que 

establece una brecha entre los estándares y la práctica judicial en Pichincha – Ecuador.  

En el presente artículo se tomaron en cuenta algunos autores que tienen diferentes perspectivas en 

cuanto a la valoración del testimonio anticipado en el proceso penal. Para esto, Pérez e Iza (2025) 

advierten que dicha figura puede llegar a desequilibrar el proceso o también afectar principios como 
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el de contradicción, en relación a esto hay que mencionar que en los resultados de este trabajo no 

se evidencia que la principal problemática sea la vulneración de dicho principio debido que aunque 

no se argumenta la forma de cómo se practicó el derecho de contradicción sí se menciona que el 

testimonio anticipado fue receptado con intervención de las partes y bajo principios como el de 

contracción e inmediación. Pues el hallazgo se radicó en la manera en como los juzgadores valoran 

el testimonio anticipado en la motivación de las resoluciones, ya que únicamente la argumentación 

se centra en una legalidad formal y no toma en cuenta todo el contexto desde una perspectiva de 

género. Por lo mencionado, los resultados coinciden con autores como Calva (2024) y Freyre 

(2022) debido a que ellos analizan el testimonio anticipado desde un enfoque garantista hacia la 

víctima, pues sostienen que la protección a la misma no solo llega en la recepción de esta prueba, 

sino que para que sea efectiva se debe tomar en cuenta aspectos como la vulnerabilidad y los riesgos 

en cuanto a la revictimización. De este modo, el análisis presente artículo consideró que la ausencia 

del enfoque de género en la motivación judicial y en la valoración del testimonio anticipado debilita 

el potencial probatorio del mismo, debido a que no se valora en los delitos sexuales la naturaleza y 

el contexto completo al que la víctima estuvo expuesta, por lo tanto, aunque las decisiones 

judiciales lleguen a ser formalmente válidas, resultan insuficientes para el hecho de garantizar un 

acceso total a una protección a la víctima y a la tutela judicial efectiva de la misma.  

A partir de lo expuesto, se analizan los hallazgos en función de la primera pregunta de 

investigación: ¿Cuáles han sido los criterios de valoración judicial del testimonio anticipado en los 

delitos sexuales en la provincia de Pichincha durante el período 2020-2025 desde una perspectiva 

de género? En este sentido, los resultados muestran que los jueces han fundamentado la valoración 

de la prueba principalmente en criterios tradicionales de apreciación probatoria, entre ellos la 

coherencia interna del relato, su correspondencia con los demás elementos de convicción 

incorporados al proceso y la permanencia de su contenido a lo largo de las distintas etapas 

procesales. De esta manera, se evidencia un reconocimiento progresivo del testimonio anticipado 

como un medio probatorio de especial relevancia en los delitos contra la integridad sexual.  

Asimismo, este hallazgo coincide con los planteamientos en cuanto a un enfoque garantista 

victimológico, particularmente con lo expuesto por Calva (2024) y Freyre (2022), quienes 

destacaron en sus investigaciones el papel central que debe otorgarse al testimonio de la víctima 

en este tipo de causas. No obstante, la investigación también permitió identificar una limitación 
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importante, ya que en varias sentencias la valoración del testimonio anticipado se sustenta en 

referencias generales a la perspectiva de género, sin una motivación reforzada ni un análisis 

suficiente de los estándares de protección aplicables a las víctimas de violencia sexual. En 

consecuencia, se evidencia una aplicación parcial de dicho enfoque, lo que limita una valoración 

integral y contextualizada de esta prueba.    

En relación con la segunda pregunta de investigación, ¿De qué manera los criterios judiciales 

aplicados se alinean o se distancian de los estándares normativos y jurisprudenciales nacionales e 

internacionales en materia de protección de víctimas de violencia sexual?, se evidenció un 

distanciamiento significativo respecto a dicho estándares, puesto que la valoración del testimonio 

anticipado no incorpora de manera efectiva la perspectiva de género exigida tanto por la normativa 

nacional como por los instrumentos internacionales de derechos humanos. Si bien esta prueba es 

reconocida como un elemento relevante dentro del proceso penal, dicho reconocimiento no se 

traduce en la aplicación de una debida diligencia reforzada con enfoque de género. En efecto, las 

sentencias analizadas presentan limitaciones en su fundamentación al omitir consideraciones 

relacionadas con el enfoque internacional, la reparación integral, la prevención de causas 

estructurales de la violencia y la protección del estado emocional de las víctimas durante el ejercicio 

del derecho de contradicción.  En consecuencia, estos hallazgos coinciden con las observaciones 

doctrinarias expuestas en el análisis, las cuales advierten que la falta de una motivación judicial 

con perspectiva de género restringe la tutela judicial efectiva y disminuye la capacidad del 

testimonio anticipado para cumplir su función de protección frente a la revictimización.   

Para finalizar este apartado, resulta pertinente señalar que, pese a las limitaciones inherentes al 

estudio, los resultados obtenidos permitieron identificar patrones relevantes en la práctica judicial 

analizada. En particular, una de las principales limitaciones se relaciona a la falta de criterios 

uniformes en la redacción de las resoluciones judiciales, aspecto que se reflejó en la ausencia de 

una estructura consistente de motivación probatoria, en el empleo desigual de conceptos asociados 

al enfoque de género y en la reiterada omisión de análisis contextualizados sobre la situación de 

vulnerabilidad de las víctimas. Asimismo, en varias sentencias el enfoque de género es mencionado 

de manera implícita o únicamente declarativa, sin precisar de qué forma incide en la valoración del 

testimonio anticipado, lo que exigió un examen interpretativo más profundo del razonamiento 

judicial. No obstante, estas inconsistencias no desvirtúan los resultados alcanzados; por el 
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contrario, se refuerzan la conclusión de que la perspectiva de género aún no se incorpora de manera 

clara, sistemática y transversal en la motivación judicial. En consecuencia, se evidencia la 

necesidad de continuar profundizando el análisis académico y jurídico de esta problemática desde 

una visión especializada, crítica y orientada a la protección efectiva de las víctimas de violencia 

sexual.  

 

CONCLUSIONES 

El testimonio anticipado es una figura que está respaldada por la normativa ecuatoriana vigente, la 

misma que menciona que es una garantía para proteger a la victima de posibles exposiciones al 

hecho por el cual fue afectada, pues brinda una protección del estado emocional e incluso de su 

misma integridad física por lo que se constituye como un medio probatorio de gran importancia en 

los delitos sexuales. Cabe mencionar que los jueces de la provincia de Pichincha emiten sus 

resoluciones con criterios básicos y tradicionales del derecho penal sin incorporar de forma 

adecuada aspectos como la manera en que se aplicó el derecho de contradicción o la debida 

diligencia reforzada. Otro punto es que si bien es cierto el testimonio anticipado es uno de los 

medios probatorios con más peso, los criterios judiciales analizados en relación al mismo no son 

aplicados de manera homogénea en la argumentación de las resoluciones judiciales, en especial el 

derecho de contradicción que incluso su aplicación en la explicación de cómo se manejó en el caso 

es casi nula.  

Así también en cuanto a los estándares nacionales e internacionales de perspectiva de género 

analizados, en la provincia de Pichincha se puede concluir que su implementación no alcanza una 

materialización concreta debido a que dicha perspectiva es empleada de forma parcial o irregular, 

esto se pudo observar ya que pese a que algunas sentencias hacen referencia a temas como la no 

revictimización y a la condición de vulnerabilidad de las víctimas dichos puntos no se incorporan 

como una regla general, sin tomar en cuenta la relevancia del enfoque de género en casos 

especialmente de delitos sexuales.  En estándares como en enfoque interseccional en la mayoría de 

las sentencias analizadas no se toma en cuenta todos los factores en los que la víctima desarrolla 

su vida como la pobreza, la edad, las relaciones de poder, las condiciones de desigualdad 

económica, la dependencia emocional o cualquier otra circunstancia que pueda agravar la situación 

de vulnerabilidad e incluso limitar el acceso a la justicia. Además, en cuanto a la reparación integral 
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muchas de las resoluciones se enfocan en el ámbito económico o en medidas muy poco prácticas 

para la rehabilitación propia de la víctima., pues no se toma en cuenta factores de índole psicológico 

o social. En cuanto a la prevención estructural que busca que las decisiones judiciales tengan un 

enfoque relacionado a las causas de fondo que conllevan a la desigualdad o discriminación en la 

sociedad mediante distintas instituciones que pueden trabajar en estos temas, es decir no solo se 

debe tomar en cuenta a las víctimas de delitos sexuales sino abordar el problema desde la raíz, 

desde el hecho de la falta de acceso a recursos básicos hasta el cómo formar parte de espacios 

sociales de participación con grupos de atención prioritaria. En lo que respecta al objetivo 

planteado se pudo evidenciar que este estándar de género no se aplica de una forma concreta ya 

que en la mayoría de los casos si bien es cierto el testimonio anticipado es una prueba importante, 

su valoración presenta vacíos que limitan que se proteja a la víctima de una tutela integral.  

Por lo tanto se puede mencionar que los criterios de valoración judicial son aplicados de forma 

tradicional pero aún se distancian de los estándares normativos y jurisprudenciales tanto nacionales 

como internacionales de enfoque de género y protección a las víctimas de violencia sexual, pero 

hay que mencionar también que la figura del testimonio anticipado ha evolucionado en cuanto al 

reconocimiento de la víctima, sin embargo debe existir una aplicación constante y homogénea del 

enfoque de género en la provincia de Pichincha – Ecuador.  

Con lo antes mencionado, se puede evidenciar que el presente artículo es un aporte relevante para 

el derecho penal y el ámbito académico debido a que permitió analizar y sistematizar los criterios 

utilizados por los juzgadores al valorar el testimonio anticipado en casos de delitos sexuales dentro 

de la provincia de Pichincha. A través del análisis de sentencias se pudo analizar la importancia 

que tiene el testimonio anticipado como medio probatorio, así como también la escaza 

incorporación del enfoque de género en la motivación de las resoluciones judiciales. Por lo tanto, 

la contribución de este trabajo se basa en la necesidad de visibilizar el hecho de que se realice una 

interpretación integral que tome en cuenta todas las circunstancias de la víctima y como estas 

pueden repercutir en su vida. Así también el estudio ofrece elementos que pueden ser puntos de 

partida para una reflexión académica y en la actuación judicial como tal en cuanto a la protección 

de las víctimas de delitos sexuales.  
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